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Temas: 
PETICIÓN / CERTIFICADOS DE BONOS PENSIONALES / PLAZO NO HABÍA VENCIDO / NIEGA – Surge de las anteriores pruebas que aunque en un principio el Director de Personal de la Armada Nacional le manifestó a la actora que no hallaba en su sistema información alguna de su vínculo laboral con la entidad, luego de verificado lo contrario, el 19 de octubre de este año se envió su hoja de vida al Coordinador del Archivo General del Ministerio de Defensa para que resolviera de fondo la solicitud de expedición de certificados laborales, a lo cual procedió el 24 de los cursantes. Empero, no se acreditó que esta última respuesta hubiese sido remitida a la demandante o a su apoderado o que por cualquier medio se le haya enterado sobre su contenido. 

En estas condiciones, se puede concluir que si bien se produjo la respuesta esperada, aún no se ha satisfecho el derecho de petición, circunstancia que impide declarar el hecho superado. Sin embargo, tampoco se puede conceder el amparo ya que al funcionario competente para resolver la cuestión recibió los soportes necesarios para ese fin el 19 de octubre de este año, cuando estaba en curso la tutela, y por tanto el plazo de quince días establecido para pronunciarse sobre la tantas veces citada petición aún no le ha vencido.
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Pereira, octubre treinta y uno (31) dos mil diecisiete (2017) 


Acta No. 569 del 31 de octubre de 2017


Expediente No. 66001-22-13-000-2017-01170-00 
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por la señora Nydia Astrid Sánchez García contra el Ministerio de Defensa Nacional y el Comandante General de la Fuerzas Militares, a la que fueron vinculados el Coordinador de Archivo General de ese Ministerio y el Director de Personal de la Armada Nacional.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado de la actora, los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El 28 de marzo de este año, la accionante remitió solicitud al Ministerio de Defensa con el objeto de que le expidiera los certificados de bonos pensionales en los formatos 1, 2 y 3, relativos al tiempo laborado en la armada nacional.

1.2 Mediante oficio del 12 de abril siguiente, el citado Ministerio envió la petición al Director de Personal de la Armada Nacional quien, por medio de respuesta del 11 de mayo, le informó que luego de verificada los datos del sistema general de talento humano de la entidad “no se evidencia coincidencia en nombre, ni número de identificación de la señora Nydia Astrid Sánchez García”.

1.3 El 1º de junio la actora presentó una nueva petición en la que hace referencia a una certificación expedida el 16 de septiembre de 1991, en la que el Ministerio de Defensa, por medio del Jefe del Departamento de Personal de la Armada Nacional, hizo constar que  se desempeñó como trabajadora oficial y prestaba sus servicios en la Embajada Nacional desde el 1º de octubre de 1989.
1.4 Frente a esta última petición, las entidades demandadas reiteraron aquella respuesta, a pesar de haberse acreditado que la demandante sí estuvo vinculada a la Armada Nacional como trabajadora oficial. Es decir, a la fecha no ha obtenido respuesta de fondo.
2. Considera lesionados los derechos de petición, igualdad y seguridad social. Para su protección, pretende se ordene a la entidad demandada resolver de fondo y de manera completa la solicitud de expedición de los formatos pensionales mencionados.

ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del pasado 17 de octubre se admitió la acción y se ordenó vincular al Coordinador de Archivo General del Ministerio de Defensa Nacional y al Director de Personal de la Armada Nacional. 
2. En el trámite de esta instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Asesor Legal del Comando de las Fuerzas Militares indicó que mediante oficio del 18 de octubre de este año, remitió el auto admisorio de la tutela al Coordinador de Archivo General del Ministerio de Defensa Nacional, al tratarse de un asunto de su  competencia y, por tanto, solicitó la desvinculación de la entidad que representa.
2.2 El Director de Personal de la Armada Nacional informó que si bien por medio de respuesta del 11 de mayo de este año se le indicó a la actora que no se había encontrado vinculación alguna de ella con esa autoridad, con ocasión a la presente acción de tutela se procedió a verificar nuevamente sus datos y se advirtió que por un error en el sistema se le brindó una información equivocada. Por ello, se procedió de forma inmediata a remitir su historia laboral al Coordinador del Archivo General del Ministerio de Defensa Nacional, funcionario competente para expedir los certificados laborales requeridos. 
2.3 Ese último funcionario se pronunció para manifestar que mediante certificado laboral No. 88636 del 24 de octubre último, procedió a dar respuesta a la solicitud elevada por la accionante. Pidió se declarara la carencia actual de objeto. 

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

2. Establecerá este Tribunal, como problema jurídico, si las entidades demandadas han incurrido en lesión del derecho de petición de que es titular la actora. Además se determinará si en este caso se produjo el fenómeno de la carencia actual por hecho superado
3. Tal derecho está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las reclamaciones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:

“Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.

“4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

“(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;

“(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;
“(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y

“(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.

“…

“4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.”
. 

4. La Ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 expresa que salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción y el parágrafo de la misma norma indica que cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley, expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.
5. Las pruebas incorporadas al expediente acreditan los siguientes hechos:
5.1 Mediante escrito remitido al Ministerio de Defensa Nacional, recibido el 3 de abril de este año
, la señora Nydia Astrid Sánchez 
García solicitó expedir a su costa el certificado de bono pensional en 
formatos 1, 2 y 3 por el tiempo laborado en la Armada Nacional
.    

5.2 El 11 de mayo siguiente, el Director de Personal de la Armada Nacional, a quien el Coordinador del Archivo General de dicho Ministerio dirigió la petición por competencia
, le informó a la demandante que revisado el sistema de talento humano de esa entidad, no se encontró coincidencia alguna en su nombre y el documento de identificación
.    

5.3 El apoderado de la demandante solicitó al Comando General de las Fuerzas Armadas y al Director de Personal de la Armada Nacional certificara, con carácter prioritario, los extremos laborales de la actora al servicio de la Armada Nacional, en virtud de la certificación expedida el 16 de septiembre de 1991 en la que consta que ella sí se desempeñó como trabajadora oficial en esa entidad, desde el 1º de octubre de 1989
. Esta petición fue recibida el 1º de junio del año en curso
.   

5.4 Aunque por oficio del 8 siguiente, el Director de Personal de la Armada Nacional reiteró la respuesta suministrada el 11 de mayo anterior
, el 19 de octubre
 se remitió la hoja de vida de la accionante al Coordinador del Archivo General del Ministerio de Defensa, a lo cual no se había procedido por un error en el sistema que impedía visualizar el vínculo laboral que con esa entidad tuvo la accionante
.
5.5 Mediante oficio del 24 octubre pasado, el último funcionario citado
 remitió al apoderado de la accionante los certificados de 
factores salariales mes a mes
 y de información laboral, en formatos 1, 2 y 3, solicitados
. 
5.6 No aparece constancia sobre la remisión de tales documentos.
6. Surge de las anteriores pruebas que aunque en un principio el Director de Personal de la Armada Nacional le manifestó a la actora que no hallaba en su sistema información alguna de su vínculo laboral con la entidad, luego de verificado lo contrario, el 19 de octubre de este año se envió su hoja de vida al Coordinador del Archivo General del Ministerio de Defensa para que resolviera de fondo la solicitud de expedición de certificados laborales, a lo cual procedió el 24 de los cursantes. Empero, no se acreditó que esta última respuesta hubiese sido remitida a la demandante o a su apoderado o que por cualquier medio se le haya enterado sobre su contenido. 

7. En estas condiciones, se puede concluir que si bien se produjo la respuesta esperada, aún no se ha satisfecho el derecho de petición, circunstancia que impide declarar el hecho superado. Sin embargo, tampoco se puede conceder el amparo ya que al funcionario competente para resolver la cuestión recibió los soportes necesarios para ese fin el 19 de octubre de este año, cuando estaba en curso la tutela, y por tanto el plazo de quince días establecido para pronunciarse sobre la tantas veces citada petición aún no le ha vencido.

8. Así las cosas, el amparo solicitado debe ser negado.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Se niega la tutela solicitada por la señora Nydia Astrid Sánchez García contra el Ministerio de Defensa Nacional y el Comandante General de la Fuerzas Militares, a la que fueron vinculados el Coordinador de Archivo General de ese Ministerio y el Director de Personal de la Armada Nacional.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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